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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa, contra el fallo de condena con fecha junio 29 de 2017. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Dan cuenta los registros, que la madre del menor C.L.J.A., señora CDJA, puso en conocimiento de las directivas del plantel educativo donde estudia su hijo y posteriormente en denuncia penal, que en el mes de septiembre del año 2016 observó que su hijo discutía en el colegio con un joven a quien conoce como “El Chatarrero”, y al preguntarle qué sucedía, aquél le contó que éste lo presionaba para que tuvieran relaciones sexuales vía anal, que lo cogía a la fuerza, le quitaba la ropa, y le introducía el pene por el recto. Tal situación se había presentado en varias ocasiones -tres en total- aprovechando sitios solitarios como potreros y en la misma casa del denunciado. Añadió que para evitar que contara lo sucedido lo amenazaba diciéndole que podía matar a cualquiera de su familia.

1.2.- A consecuencia de lo anterior y a instancia de la Fiscalía, se llevó a cabo la audiencia preliminar de imputación ante el Juzgado Segundo Penal Municipal para Adolescentes con función de control de garantías de esta capital (febrero 04 de 2017), en la cual se le hicieron cargos al menor implicado por la conducta irregular de accesos carnales violentos agravados en concurso homogéneo a la que hace alusión el artículo 205 C.P. en armonía con el artículo 211 ibidem, los cuales NO ACEPTÓ.
1.3.- En virtud al allanamiento unilateral a los cargos imputados, la actuación pasó al conocimiento del Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento, autoridad que convocó para las correspondientes audiencias de formulación de acusación (marzo 23 de 2017), preparatoria (abril 24 de 2017), y juicio oral (mayo 09 de 2017), al cabo del cual se anunció un sentido de fallo condenatorio, con la consiguiente audiencia de lectura de fallo (junio 29 del presente año) por medio del cual: (i) se declaró penalmente responsable al menor comprometido por la conducta irregular de acceso carnal violento en concurso homogéneo; y (ii) se le impuso como sanción la privativa de la libertad por espacio de 36 meses, en el Centro Especializado Marceliano Ossa de esta capital, en donde debe quedar vinculado a programa específicos para el manejo de la sexualidad.
1.4.- Para arribar a esa decisión condenatoria, el juez a quo consideró que la prueba allegada al juicio era contundente en orden a pregonar la autoría en cabeza del justiciable, como quiera que así lo sostuvo desde siempre el menor afectado, lo ratificó su madre y su hermana, al igual que en forma indirecta los profesores y directivas del plantel. Por demás, no era atendible la prueba allegada por la defensa en el entendido que los parientes del menor no estaban en condiciones de infirmar la acusación, y porque las exculpativas del adolescente comprometido no eran atendibles, ni el dictamen pericial de clínica forense tenía la virtud de desvirtuar el acceso carnal violento por vía anal según lo relatado por la víctima. 
1.5.- El defensor público no estuvo de acuerdo con el fallo proferido, y en consecuencia lo impugnó con la consiguiente sustentación por escrito en la cual argumentó en pro de los intereses de su representado con miras a una eventual absolución:

- Hay dudas insalvables respecto a la verdadera ocurrencia del hecho delictivo, como quiera que lo único que está probado es que su defendido le hacía bullying, acoso o matoneo en el colegio al niño que se dice afectado, y ello frente al derecho penal es una conducta atípica. 
- Tanto en la valoración inicial realizada a la víctima en el Hospital San Vicente de Paul de Mistrató, como en el dictamen médico forense, se da cuenta del no hallazgo de huellas externas de violencia, ni lesiones recientes, esto es, no hay evidencia de un acceso carnal contra natura, con lo cual, no es posible establecer la penetración vía anal comentada por el menor que se dice víctima, ni tal situación se puede justificar, como lo hizo el funcionario a quo, en el hecho de haber transcurrido varios días entre la ocurrencia de esos episodios y la valoración forense, ya que a su juicio no es normal que si un menor es accedido de esa manera en diversas oportunidades no quede rastro, huella o secuela alguna de tal acontecer. Y si no se concluye de esa manera, entonces al menos debe florecer la duda con miras a una absolución. 
- Se dio un mal manejo de la prueba testimonial por parte del fallador, como quiera que tanto la prueba de cargo como de descargo permiten controvertir la veracidad en los dichos del afectado. Las primeras (madre y hermana) porque fueron claras en sostener que la casa de los indígenas en donde se llevaron a cabo algunos de los episodios supuestamente delictivos, queda muy cerca de la casa de la víctima, lo que indica que si todo fue mediante violencia se tenían que dar cuenta de lo que estaba sucediendo. Y las segundas, porque la madre del encartado también fue clara en sostener que ella siempre permanece en su casa de habitación pendiente del cuidado de sus otros dos hijos, con lo cual era imposible el ingreso del citado menor a la fuerza como lo sostuvo, y mucho menos que la comunidad del sector no se percatara que lo estaban arrastrando en plena vía pública desde su vivienda hasta la casa del agresor que está ubicada a unos 30 minutos, es decir, una distancia muy considerable. 
- Finalmente, es del criterio que el hecho de no haber permitido el menor la valoración psicológica programada para mayo 04 del presente año, debe interpretarse como una duda a favor de su representado. 
1.6.- A su turno, el señor Procurador Judicial como parte no recurrente fue del criterio que el fallo proferido por la primera instancia debía ser confirmado, a cuyo efecto rechazó los argumentos del defensor apelante mediante escrito del siguiente tenor:

- Son inatendibles las aseveraciones del recurrente en cuanto sostiene que era de esperarse en el menor una reacción diferente, como voces de auxilio por ejemplo, para oponerse a las pretensiones de su agresor. Lo dicho en cuanto la jurisprudencia nacional ha sostenido que las reacciones de un menor en casos de grave agresión, como los atentados sexuales, son diversos, más aún en casos como el presente en donde el niño recibió amenazas de muerte en su contra o en contra de uno de sus parientes para evitar que contara lo que estaba pasando (trae a colación el precedente de la Sala de Casación penal con radicado 43880 de mayo 06 de 2015, y otra decisión del mismo órgano de cierre de septiembre 24 de 2014 -sin radicado-).

- No acierta el defensor inconforme en lo referido con la valoración del testimonio del menor, por cuanto, como es sabido, la jurisprudencia nacional también ha cerrado filas en torno al valor superlativo que representa en este tipo de conductas la versión del menor afectado (cita en respaldo las jurisprudencias de casación penal bajo los radicados 23706 de enero 26 de 2006, 34131 de julio 02 de 2014, radicado 23706 -sin fecha-, y 41396 de diciembre 18 de 2013). Y para el asunto en ciernes se observa que si bien el niño en sus iniciales exposiciones fue tímido como lo analizó el juez a quo, situación entendible por el contexto que enfrenta, posteriormente hizo un relato con mayor confianza y precisión, sin contradicciones ni inconsistencias porque fue en un todo coherente. 
- No comparte la aseveración del recurrente cuanto ataca la valoración ofrecida por el juez frente a las conclusiones del dictamen sexológico, como quiera que si bien es verdad que en el examen no se apreciaron lesiones, de todas formas no se descarta el abuso o los tocamientos de carácter sexual en la región anal. Lo dicho, con mayor razón cuando es el propio menor afectado quien explicó ante el médico que eso había ocurrido “ya hace mucho tiempo”, circunstancia que permitía la recuperación de los tejidos. Sobre el particular la jurisprudencia enseña que: “[…] las arremetidas salaces no dejan huella perceptible, o el paso del tiempo, cuando la denuncia tarda, las borra […] igual sucede cuando el medio utilizado para sojuzgar a la víctima no es la violencia física -o esta es menor de edad y lo acepta- y la relación opera por vía vaginal o anal, sin eyaculación interna, conocido suficientemente, en lo que al ano respecta, que este puede acoplarse a la penetración y volver a tomar su forma casi de inmediato […] En fin, que, para lo ahora verificado, si el menor denunció el hecho varios días después de ocurrido, muy posiblemente las huellas pasibles de presentarse por la penetración anal, ya se han desvanecido y, entonces, ningún valor importante comporta el dictamen pericial” (C.S.J. S.P., sentencia de mayo 11 de 2011, radicado 35080).
- Por último, la censura consistente en la no realización de la valoración psiquiátrica, no tiene peso, como quiera que el apelante estima que esa pericia es trascendental para dilucidar la responsabilidad en los delitos sexuales, lo cual no es cierto. Y no lo es porque la jurisprudencia ha sido igualmente clara en sostener que en esa materia existe libertad probatoria y no es posible rememorar la proscrita tarifa legal, es decir, que para la comprobación de los delitos sexuales no se hace indispensable allegar ese tipo de valoraciones porque la materialidad de la conducta puede ser demostrada por otros medios de prueba, en este caso la testimonial (cita en respaldo el mismo precedente de mayo 11 de 2011, radicado 35080).
El Ministerio Público culmina su intervención con una observación consistente en que en el Distrito no se cuenta con una verdadera “Cámara de Gesell”, y ello propicia la re-victimización de los menores afectados en delitos sexuales. 

1.7.- El funcionario a quo consideró debidamente sustentado el recurso de apelación, lo concedió en el efecto suspensivo, y dispuso la remisión de los registros a la Sala de Asuntos Penales para Adolescentes de esta Corporación con el fin de desatar la alzada.
2.- Para resolver, se considera

2.1.- Competencia

Se cuenta con la competencia objetiva, funcional y territorial para conocer de la presente actuación, de conformidad con los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, y 168 de la Ley 1098 de 2006 Código de la Infancia y la Adolescencia (de ahora en adelante CIA), en atención al recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-. 

2.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a establecer si la prueba obrante en el plenario permite arribar a un fallo de condena en los términos en que lo concluyó el juez a quo; o si, por el contrario, lo que de allí se extrae es una duda insalvable que debe resolverse a favor del justiciable, con el consiguiente fallo absolutorio a su favor. 
2.3.- Solución a la controversia

2.3.1.- Anotación previa

Debe decirse en primer término, que el expediente fue recibido en esta Corporación con un registro incompleto, como quiera que solo aparecía el audio correspondiente a la lectura del fallo de primer grado. A consecuencia de ello se solicitó su complemento y fueron enviados unos nuevos registros con respecto de los cuales se observa lo siguiente: (i) la mayor parte presentan dificultades para ser escuchados pero de todas formas es posible su audición; y (ii) un segmento del juicio sigue estando incompleto, como quiera que no aparecen los dos primeros testigos de cargo presentados por la Fiscalía, nos referimos a la docente LUZ MARY RODRÍGUEZ RESTREPO y a la hermana de la víctima YURANY JIMÉNEZ AGUIRRE.

Constatado lo anterior, el suscrito magistrado ponente dispuso la reconstrucción de ese material probatorio, a cuyo efecto se ofició al señor juez de instancia, autoridad que confirmó que efectivamente el registro de audio correspondiente a esas dos primeras probanzas se había perdido, quizá por fallas en el fluido eléctrico según lo dio a conocer la persona encargada de sistemas. No obstante indicó a la Sala que había tomado atenta nota del contenido de esas dos deponencias, y dejó plasmado en el oficio de respuesta los apuntes que poseía acerca de las dos declaraciones que se echan de menos.

Así las cosas, para efectos de resolver la alzada la Corporación considera subsanado el yerro y por tanto no se avizora irregularidad sustancial alguna de estructura o de garantía, ni error in procedendo que obligue al Tribunal a retrotraer la actuación a segmentos ya superados; en consecuencia, se procederá al análisis de fondo que en derecho corresponde.
2.3.2.- Análisis de fondo
De lo expuesto por la parte inconforme en su recurso, el Tribunal aprecia que los interrogantes a resolver se pueden concretar de la siguiente manera: (i) ¿lo único que se logró demostrar en juicio fue el bullying, acoso o matoneo que realizaba el victimario sobre la víctima en el plantel educativo al cual pertenecían, sin trascender la esfera del derecho penal; o por el contrario la situación fue más allá al comprometer la integridad sexual del menor que se dice afectado?; (ii) ¿no existe prueba acerca de una penetración contra natura por el hecho de no haberse establecido en el dictamen sexológico lesiones externas en la región anal, o tal situación no aniquila el poder de convicción de los testimonios allegados por el ente acusador?; (iii) ¿hubo un mal manejo de la prueba de cargo por parte del juez y/o un desconocimiento de la prueba de descargo en forma injustificada?; y por último (iv) ¿el no permitirse una valoración psicológica por parte del menor víctima, desquicia el poder de convicción de su relato incriminatorio?
La Sala dirá desde ya que la razón está de parte del señor juez de primer grado, en común acuerdo con lo sostenido por la Fiscalía, la Defensoría de Familia y el Ministerio Público, como pasa a verse:
· Bullying, acoso o matoneo versus delito sexual
Plantea la defensa que lo probado en juicio fueron unos actos de acoso escolar que ejercía su representado en contra del menor víctima, pero nada más. De ello dieron cuenta los profesores, lo ratificó su protegido, y lo confirmó la propia madre del menor afectado.
Al respecto dirá la Corporación que eso es verdad, la prueba es indicativa de ese proceder malsano del hoy procesado no solo frente al infante C.L.J.A. sino respecto a otros estudiantes; pero ello no traduce que tal situación fuera la única perjudicial en el presente asunto, ni por supuesto tiene la virtud de aniquilar la prueba que existe respecto a los abusos sexuales ejecutados. Una cosa no se contrapone a la otra, antes por el contrario, tal proceder confirma el poder que en el medio escolar ejercía JOHN ESTIVEN.
Si lo anterior es así como en efecto lo es, no puede tildarse de indebida la conclusión a la cual llegó el sentenciador cuando aseguró que el adolescente aquí comprometido tenía una personalidad agresiva, lo cual resultaba compatible con el proceder a él atribuido, en el sentido que utilizó el poder que ostentaba para doblegar la voluntad de su víctima y de ese modo logró intimidarla  para que accediera a sus propósitos.
Al respecto quedó demostrado con el testimonio de la Directora del centro académico LUZ FANNY RODRÍGUEZ, que JOHN ESTIVEN es un joven que posee una personalidad agresiva, y con el testimonio del profesor JUAN DARIO SÁNCHEZ RESTREPO que es un estudiante problemático. A su turno, que el afectado C.L.J.A. si bien es un niño hiperactivo, se destaca en él la timidez y una actitud pasiva que lo hacía presa fácil del accionar de JOHN ESTIVEN. 
Lo anterior significa que la prueba del acoso que se venía efectuando entre ellos, antes que poderse presentar como un argumento a favor del menor comprometido, lo perjudica, porque de allí se extrae que en verdad existía una dominación y ese fue precisamente el medio utilizado para la obtención del fin antijurídico que ahora se reprocha.    
· Ausencia de prueba de la sucesiva penetración contra natura

Clama el recurrente por la ausencia de prueba científica acerca de las huellas de violencia y de las secuelas que una situación como la denunciada hubiera dejado en la región perianal del afectado. Ello con fundamento en que tanto en el examen médico efectuado en el centro asistencial de Mistrató, como la pericia forense que posteriormente se realizó, son concluyentes respecto a la no existencia de lesiones externas que confirmen una penetración vía anal con el asta viril de su representado.

Al respecto corresponde decir que es apenas relativamente cierto lo que sostiene el defensor, porque si bien es verdad que en el dictamen sexológico no se lograron apreciar fisuras en el esfínter anal, como hallazgo presuntamente compatible con una penetración contra natura, también es cierto que la pericia deja a salvo, es decir, no descarta, la existencia del abuso sexual y de los tocamientos a ese nivel.

No se puede pregonar un error en tal sentido por parte del juzgador de instancia, cuando aseveró que la ausencia de esas huellas de violencia y de penetración bien podían tener explicación en el tiempo transcurrido entre la ejecución del acto y la valoración profesional, como quiera que, tal cual lo dio a conocer la víctima, ya habían pasado muchos días desde la ocurrencia de los hechos denunciados. 

El paso del tiempo no es un factor ajeno a los episodios delictuales de índole sexual, muy particularmente en lo atinente al acceso carnal por vía anal, porque como bien lo destacó el señor Procurador Judicial, la jurisprudencia nacional ha sido enfática en exponer que en múltiples eventos de esta naturaleza no quedan secuelas perceptibles.
Y para corroborar el aserto, la Sala traerá a colación el siguiente autorizado comentario realizado por el Dr. César Augusto Giraldo G., reconocido tratadista y médico patólogo, profesor Universitario y Director de la Oficina de Medicina Legal Seccional Medellín, quien en su obra 
 expuso lo siguiente acerca de los actos sexuales violentos:
“En los actos sexuales violentos, la exploración es completa, pero estudiando detenidamente la región perineal, de la que han de tomarse muestras semejantes para demostrar espermatozoides o fosfatasas ácidas, en especial del fondo del saco rectal o de la región perineal, cuya presencia confirmará la realidad de estos actos. Muchos actos de tipo homosexual, no dejan huellas morfológicas, pues se realiza en la región perirectal, o entre los muslos, o aún accediendo carnalmente por el ano, pero como el esfínter rectal es de tipo muscular, suele ser distendido sin que se desgarre. Las huellas de violencia se estudian de igual manera y su presencia o ausencia se ha de consignar en el dictamen” -negrillas excluidas del texto-.
Como vemos, en términos médico forenses, la ausencia de huella de violencia o secuelas en el esfínter anal, no es una situación incompatible con la real y efectiva penetración a ese nivel; luego entonces, no es posible pregonar, ni siquiera en términos de duda razonable como lo pretende el recurrente, que una tal ausencia significa la no comprobación del acceso carnal. 

· Mal manejo de la prueba de cargo y desconocimiento de la de descargo

Intenta la parte inconforme, a nuestro juicio sin éxito, demeritar la valoración conjunta que de la prueba que incrimina efectuó el juez de instancia, bajo el entendido que no se le debió dar crédito al contenido del testimonio del infante ofendido por estar en contraposición a lo que se extrae de los restantes deponentes en juicio. 
La principal crítica parte de indicar que es ilógico ese relato si en cuenta se tiene que los lugares en que se afirmó fueron ejecutados los actos violentos, esto es, en la casa de los indígenas que queda en la misma zona donde está ubicada la casa del afectado, y en la vivienda del propio acusado, no son sitios que permitieran realizar el acceso en los términos anunciados, básicamente porque de haber sido en la vivienda de los indígenas se hubieran escuchado los gritos de auxilio, y de haber sido en la vivienda de su representado, ya se sabe que la progenitora de este sostuvo que siempre permanecía en su morada al cuidado de los otros hijos, y por la distancia que se tenía que recorrer para llegar allí (unos 30 minutos) era imposible que la gente del sector no se diera cuenta que el citado niño estaba siendo arrastrado por la fuerza.
En criterio de la Colegiatura, las reflexiones que realiza el letrado no convencen al punto de desacreditar el dicho del menor víctima, por las razones que a continuación se exponen: 
Decir que todos los que estaban cerca de esos lugares se tenían que haber enterado no solo del desplazamiento sino de la realización del acto violento, es ir en contravía del común denominador que subyace en los delitos de índole sexual, porque como es sabido, ellos se llevan a cabo en lugares solitarios dada la intimidad que el acto entraña, y el asunto bajo estudio no es la excepción, porque como lo expresó el menor agraviado, eso sucedió en la vivienda de los indígenas, y en la casa de su victimario ya que éste aprovechó que sus familiares no se encontraban en la residencia.

Nótese que el menor hizo referencia a esos lugares, pero no especificó exactamente si fue dentro o en las afueras de los referidos inmuebles, aunque a la madre sí le contó que eso lo hacían en unos potreros, y además agregó que él gritaba pero nadie lo escuchaba. De allí se extrae que muy seguramente no estaban cerca de otras personas, o al menos no lo suficiente como para que lo pudieran oír. Situación que coincide con el hecho de que por la casa de los indígenas, según lo dieron a conocer incluso los testigos de la defensa MIGUEL ANTONIO CASTAÑO MARÍN y AYMER ALBERTO CASTAÑO CARDONA, existen unos potreros o matorrales.
De otra parte, quizá pueda ser lejos el recorrido entre un sitio y otro (30 minutos aproximadamente entre la casa de la víctima y la del victimario), pero el traslado no se dio arrastrando por el piso al otro menor como parece entenderlo la defensa, porque eso no se describe así expresamente por el menor víctima. Lo que sí está claro en cambio, es que la diferencia de fuerzas era considerable entre uno y otro, dada la edad que el aquí comprometido le lleva al niño afectado, y porque no se requería mucha presión para lograr ese desplazamiento, en cuanto, como ya se dijo, el joven involucrado tenía atemorizado a C.L.J.A. y más que la fuerza física lo que allí primó fue la violencia moral o vis compulsiva, por medio de la cual lograba no solo el cometido sexual, sino el silencio del agraviado. 
Para el Tribunal es sumamente claro que el niño C.L. no quería delatar a su agresor, a cuyo efecto basta apreciar que todo se supo, no porque éste se dirigiera por sí mismo a contarle a su progenitora, sino porque tanto la abuela como la madre se enteraron cuando discutía en el colegio con un joven conocido como “el chatarrero” -JOH ESTIVEN-, a consecuencia de lo cual lo interrogó acerca de lo que estaba pasando, y fue de esa forma como se desató todo lo ya conocido; es decir, que de no haber mediado esa circunstancia quizá todavía la ilicitud permanecería oculta. 
No hay lugar a pensar por tanto que todo esto fue un invento de C.L.J.A., o que lo hizo por perjudicar falsamente a JOHN ESTIVEN, cuando es sabido que las aseveraciones que hizo fueron espontáneas y provocadas por el requerimiento de su señora madre. 

Todo lo anterior, unido a los datos aportados por los restantes testigos
 en el sentido que la personalidad del joven aquí comprometido deja mucho que desear, y de lo escuchado en cuanto a que ya otro menor del mismo plantel había sido objeto de similares abusos de tipo sexual.
Finalmente, la prueba de descargo nada sustancial aportó al debate, en cuanto no es posible sostener tampoco que la progenitora del menor involucrado estuviera pendiente de él en todo momento y lugar con miras a evitar el desafuero, o que los vecinos MIGUEL ANTONIO y AYMER ALBERTO igualmente permanecieran poniéndole atención a JOHN ESTIVEN como para sostener a pie juntillas que no hizo lo que aquí se le recrimina. En esos aspectos fue incisiva la Fiscalía al momento de los contrainterrogatorios y a fe que logró demostrar que a los testigos de la defensa nada relevante les consta como para oponerse a la prueba que incrimina. 
· No práctica de la valoración psicológica

Hay lugar a desatender de igual modo el argumento defensivo conforme al cual la ausencia de una valoración psicológica desquicia el valor del testimonio de la víctima.
Al respecto, es bien atinada la aseveración que en tal sentido hizo el señor Procurador Judicial en su escrito como no recurrente, cuando puso de presente que un dictamen psicológico o psiquiátrico no es requisito sine qua non a efectos de valorar positivamente el dicho del menor víctima de abuso sexual. 

Como es bien sabido y lo ha reiterado en múltiples ocasiones la Sala de Casación Penal, en esta materia no puede existir una tarifa legal por estar proscrita en nuestro ordenamiento, y lo que se impone es la regla de la libertad probatoria.

En tal sentido, si bien lo ideal sería contar en cada proceso con una intervención del psicólogo forense con miras a desentrañar algunos pormenores que pudieran interesar, es lo cierto que la mera ausencia de esa experticia en modo alguno puede conllevar a desestimar de un tajo el testimonio de la o el afectado. Y no puede ser así porque por parte alguna el proceso exige “prueba de la prueba”, dado que cada una es independiente y posee una validez autónoma; luego entonces, lo que corresponde es analizar el testimonio de la víctima en sí mismo considerado, y cotejarlo con la restante prueba legalmente allegada al juicio, y eso y nada diferente fue lo que el señor juez hizo. 

Así las cosas, contrario a lo sostenido por la defensa, el Tribunal estima que el juez a quo no se equivocó al acatar las solicitudes hechas por las restantes partes e intervinientes en el presente asunto, y por lo mismo la sentencia apelada será confirmada.

2.3.3.- Anotación final 
El delegado del Ministerio Público deprecó de la judicatura mayor atención a la utilizado de una cámara de Gesell, con la cual asegura no se cuenta en el Distrito, con miras a evitar la re-victimización de los menores perjudicados. 

Aunque no comprende bien la Corporación el alcance de esa manifestación, como quiera que en el caso singular el señor juez tuvo la precaución de ubicar al menor en un cuarto independiente con miras a evitar el contacto con los restantes actores del sistema, y a la diligencia acudieron no una sino incluso dos defensoras de familia, la que atendió en forma personalizada a la víctima, y quien asistió al menor comprometido, de todas maneras es evidente que estrictamente con una cámara de Gesell tal cual fue inventada para el sistema anglosajón no se cuenta, ni en este ni en otros Distritos del país.

Sea como fuere, la observación del señor Procurador no solo es válida sino importante, porque entre otras cosas, como se indicó al comienzo de esta providencia, el registro de audios dejó mucho que desear en cuanto a su calidad principalmente durante el desarrollo de la declaración del menor ofendido, razón por la cual tuvo que insistirse en varias de las preguntas y respuestas para que las partes e intervinientes pudieran oír adecuadamente al infante, y tal vez por ello la mayor re-victimización a la que se refiere el Ministerio Público. 

Se invita por tanto al señor Procurador en su condición de ente de control, a dirigirse al Consejo Seccional de la Judicatura y a la Dirección de Administración judicial en este Distrito, como autoridades encargadas del suministro de ese material en todos los despachos judiciales, con miras a lograr el objetivo, dado que las solicitudes tanto de los jueces como del Tribunal en pro de la dotación de todos los equipos tecnológicos que se requieren (entre ellos el sistema de video en los municipios que no son cabecera de Distrito), aún no han sido atendidas a plenitud como por supuesto es lo deseable, seguramente por un tema estrictamente presupuestal.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala N° 2 de Asuntos Penales de Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS          JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

El Secretario de la Sala,

JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA      
� GIRALDO G., César Augusto. Medicina Forense. Señal editora y colección Pequeño Foro, 1991, 3ª. Reimpresión p. 121.


� La Corporación se refiere a los docentes y directivos del citado plantel educativo, entre ellos la profesora LUZ MERY RODRÍGUEZ RESTREPO, cuya deponencia como ya se anunció no aparece en los registros de audio, pero cuyo contenido según certificación aportada por el señor juez de instancia para efectos de la reconstrucción, coincide con los relatos efectuados por la directora LUZ FANNY RODRÍGUEZ RESTREPO y el profesor JUAN DARÍO SÁNCHEZ RESTREPO.  





Página 10 de 16

